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SEÑOR
JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE BUGA
 
REF:     PROCESO:                   76-111-33-33-002-2021-00107-00
             ACCIÓN:                       REPARACIÓN DIRECTA
             DEMANDANTE:            ANDERSON FABIAN BALANTA MURILLO Y OTROS
             DEMANDADO:              INPEC

Cordial saludo,

Al presente mensaje adjunto contestación a la demanda, los anexos y poder para actuar
en el Proceso de Reparación Directa Radicado No. 2021-00107

-- 


Atentamente,

 

RAUL ALBERTO VILLADA

Sub Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Buga.

Ministerio de Justicia y del Derecho
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Guadalajara de Buga, 10 de diciembre de 2021                                                                                
                                                                                                                                                                                                                                                                                             
                                                                                                                                              
SEÑOR                                                                                                                                
JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE 
BUGA - VALLE 
 
REF:     PROCESO:                   76-111-33-33-002-2021-00107-00 
             ACCIÓN:                       REPARACIÓN DIRECTA 
             DEMANDANTE:           ANDERSON FABIÁN BALANTA MURILLO Y OTROS 

   DEMANDADO:             INPEC                                                                                                                                          
                                                     
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 

RAÚL ALBERTO VILLADA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.365.611 

portador de la Tarjeta Profesional de Abogado No. 235127 expedida por el Consejo 

Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado judicial del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario - INPEC, entidad demandada dentro del proceso de la 

referencia, de manera comedida me permito presentar dentro del término de Ley, la 

presente contestación de demanda: 

 

I.- EN RELACIÓN CON LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a lo impetrado por los demandantes en el acápite de las declaraciones y 

pretensiones, donde se solicita declarar administrativa y patrimonialmente responsable 

al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC y como consecuencia de ello, se 

condene al reconocimiento y pago de perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales, 

aparentemente sufridos por los demandantes, por los supuestos daños en los riñones y 

pulmones del señor ANDERSON FABIAN BALANTA MURILLO el día 01 de junio de 

2019 cuando se encontraba privado de la libertad en el EPMSC-BUGA, teniendo en 

cuenta que, 

 
II.- POSICIÓN FRENTE A LOS HECHOS EXPUESTOS EN LA DEMANDA 

 
1. Es cierto. 

 

2. Si bien es cierto lo que se refiere con relación al examen médico de ingreso, pasa por 

alto el apoderado de los demandantes que para el día 10 de octubre de 2017 se le 

recetaron medicamentos al señor BALANTA MURILLO para el tratamiento de sus 

patologías. Además, para el día 12 de enero de 2018 se le autorizó consulta con 

medicina interna en el Hospital Universitario San Jorge de Pereira, donde en la 

historia clínica el especialista indicó una adecuada evolución del paciente. Y para 

complementar lo anterior, el día 12 de enero de ese mismo año, se le remitió con el 

internista para valoración de enfermedad general, donde el profesional en salud 

indicó una adecuada diuresis; que en otras palabras se entiende un correcto 

funcionamiento de los riñones. De manera que queda probado en la historia clínica 
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aportada, el actuar diligente del Instituto por darle atención y tratamiento a las 

patologías del PPL.  

 

3. Es parcialmente cierto. Como se menciona en el numeral anterior, el señor 

ANDERSON BALANTA sí recibió atención y tratamiento adecuado cada vez que 

manifestó ante el área de sanidad del establecimiento estar padeciendo algún 

síntoma; hecho que reposa probado en la historia clínica aportada en la demanda.  

 

Efectivamente el PPL sí estuvo hospitalizado para la fecha mencionada, sin embargo, 

falta a la verdad el abogado de los demandantes al afirmar que no hubo seguimiento 

y control a las patologías del señor BALANTA MURILLO, pues tal como reposa en la 

historia clínica, al PPL se le  brindó atención en el área de sanidad y desde la misma 

se le recetó la toma de exámenes, los cuales fueron autorizados el día 16 de abril de 

2018 y practicados 04 de abril de 2018 en el Laboratorio Clínico e Inmunológico SAS, 

los cuales arrojaron un resultado de 1.31 mg/dL en un rango de referencia de 0.7 a 

1.4 mg/dL; resultado que, según los médicos tratantes, por talla y raza del paciente, 

era lo esperado. De manera que queda desvirtuada la acusación de la parte 

demandante como quiera que sí hubo seguimiento al estado de salud del PPL 

mientras estuvo recluido en el EPMSC Buga. 

 

4. Si bien es cierto que en la historia clínica del señor ÁNDERSON BALANTA MURILLO 

se evidencia que efectivamente para esa fecha estuvo en la Unidad de Cuidados 

Intensivos del Hospital San José de Buga, pasa por alto el abogado que el estado de 

salud del PPL era de por sí complicado. Como bien consta en la epicrisis del señor 

Balanta Murillo, este es un paciente con insuficiencia mitral acompañada de 

implantación de marcapasos. Según la literatura médica, la insuficiencia cardíaca es 

un síndrome complejo que afecta prácticamente la totalidad de órganos, de los cuales 

el más íntimamente relacionado es el riñón, que juega un papel protagonista. La 

coexistencia en la afectación de ambos órganos, sea cual sea el inicialmente 

involucrado y sea cual sea el estadio evolutivo de su disfunción, es lo que en los 

últimos años se ha denominado como síndrome cardiorrenal1. Sumado a lo anterior, 

tenemos que el señor Balanta, tal como consta en los registros médicos, es un 

paciente consumidor de estupefacientes, que, entre otras, consumía diariamente 

cigarrillo. No es un secreto médico que las personas que fuman tienen un riesgo hasta 

tres veces mayor de desarrollar alteraciones en la función del riñón en comparación 

con los no fumadores2, Lo anterior hace que se sumen nuevas razones para 

considerar de una manera aún más importante el problema de tabaquismo, no solo 

por la alta incidencia de la Enfermedad Renal Crónica, sino también por su difícil 

detección oportuna, su frecuente asociación con otras patologías y la disminución en 

la expectativa de vida y años de vida saludable en la personas a las que afecta. 

 
1. Cerrada, J. C., & Calvo, J. I. P. (2014). Daño orgánico y síndrome cardiorrenal en la insuficiencia cardíaca aguda. Medicina Clínica. 
 
2. Marín AE, Ángel MS, Vanegas D, Tirado AF, Díaz AM, Balparda K (2014). Asociación entre el consumo de cigarrillos y la 
función renal estimada según la fórmula de Cockroft-Gault. Revista Medicina General y de la familia.  Universidad Pontificia 
Bolivariana. Medellín (Colombia) Vol. 3. 
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5. Es parcialmente cierto. El señor BALANTA MURILLO sí se encontraba en UCI, en 

condiciones críticas y con un pobre pronóstico vital, pero este diagnóstico es el mismo 

que se mantuvo desde el ingreso del PPL al centro hospitalario debido a sus 

comorbilidades, bajo los siguientes términos: “alto riesgo de complicaciones y muerte 

inherente a comorbilidades”. El diagnóstico sí fue septicemia, también conocido como 

sepsis, pero este era de origen PULMONAR, lo cual puede ser verificado en la misma 

historia clínica aportada que se cita. Por otro lado, la disfunción orgánica múltiple se 

diagnostica como respiratoria. De manera que es pertinente mencionar que, según 

el National Institute of General Medical Sciences3, los casos graves de sepsis son el 

resultado de una infección generalizada que se propaga por todo el cuerpo a través 

del torrente sanguíneo. En algunos casos, no se puede detectar la infección en el 

torrente sanguíneo y los médicos recurren a otra información, como la temperatura 

corporal y el estado mental, para diagnosticar la sepsis. Con frecuencia, la sepsis es 

el resultado de infecciones en los pulmones. En ese sentido, se desvirtúa la acusación 

del abogado al afirmar que lo que produjo el grave estado de salud fue su nivel de 

creatinina, cuando los médicos tratantes dejan dicho que los niveles de creatinina son 

el resultado, y no el medio que produjo su complicado estado de salud. Así pues, la 

sepsis puede ocurrir en personas que no sabían que tenían una infección, de manera 

que la sepsis se presenta de modo imprevisible y puede avanzar rápidamente, hecho 

que, naturalmente, se escapa de la órbita de cuidado del INPEC.  

 
6. Efectivamente, tal como lo sugirió el parte médico, a pesar de la solicitud de traslado, 

mi defendida acató las recomendaciones médicas y no trasladó al PPL, para que 

siguiera recibiendo tratamiento médico en el Hospital San José de Buga. Sobre el 

diagnóstico médico ya quedó suficientemente claro en el numeral anterior.  

 

7. Es cierto.  El señor BALANTA MURILLO requirió soportes ventilatorios porque su 

complicación era de origen pulmonar. Lo que confirma lo enunciado en numeral 

anterior.  

 

 

8. La parte demandante insiste en parcializar la lectura de la historia clínica, enfocando 

la atención en los resultados de creatinina, pasando por alto la generalidad de sus 

complicaciones. Según la misma historia clínica que el abogado lee tan 

amañadamente, quiero resaltar lo siguiente: “Refiere antecedente de marcapasos y 

consumo de sustancias psicoactivas […] refiere el paciente cuadro clínico que le inició 

estando en centro carcelario aproximadamente el 29/05/2019 consistente en dolor 

abdominal y dificultad respiratoria por lo cual acudió a sanidad y le aplicaban manejo 

médico nebulizaciones, pero el 01 de junio en su cuarta consulta a dispensario fue 

remitido a Hospital San José de Buga […] pero estando en sala de urgencias presenta 

episodio de dificultad respiratoria y taticardia […] es manejado con diagnóstico de 

disfunción orgánica múltiple respiratoria, renal y hematológica”. 

 
3. Disponible en línea: https://www.nigms.nih.gov/education/fact-sheets/Pages/sepsis-spanish.aspx  
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Más adelante, la médica tratante refiere: “[…]neumonía basal derecha. Sospecha de 
nefropatía IGA o autoinmunidad, pero refieren fue descartada […]”.  
 
 
9. El diagnóstico general y objetivo del señor BALANTA MURILLO, según el análisis 

emitido el 13 de junio de 2019 por el Dr. Meza Cardona Juan Carlos, especialista en 

medicina interna, es el siguiente: “[…]paciente sin antecedente conocido de patología 

renal, que refiere a principio de mes haber presentado dolor abdominal y expulsión 

de varios cálculos urinarios por lo que es hospitalizado y manejado en San José de 

Buga de donde remiten. Tiene uroTAC del 11.06.2019 que no muestra Urolitiasis, 

ambos riñones de adecuado tamaño […]”.  Y más adelante, este mismo diagnóstico 

es corroborado el día 17 de junio de 2019 por la Dra. Ortiz Cárcamo María Angélica, 

especialista en nefrología.  

Así como los citados, el PPL mientras estuvo bajo cuidado médico, fue tratado por 

médicos especialistas, tanto nefrólogos como internistas, de manera que, de nuevo, 

el apoderado de los demandantes sesga la verdad al afirmar que: “el día 05 de 

septiembre, el recluso Anderson Fabián Balanta Murillo, tiene consulta por primera 

vez con la especialidad de nefrología […]”  toda vez que lo que se cita es la Historia 

Clínica Renoprotección, constituida una vez el PPL había salido de su estado crítico 

y ya se encontraba nuevamente recluido en el EPMSC BUGA y desde el área de 

sanidad se le daba seguimiento a su estado de salud; de manera que esta primera 

vez no debe entenderse como la primera vez que es tratado y valorado por esta 

especialidad.  

 
10. Sobre este hecho repetitivo e insistente, ya manifesté los argumentos para desmentir 

esta acusación; sin embargo, vale la pena resaltar el diagnóstico del Dr. Cárdenas 

López Samuel Alberto, el cual indica en la historia clínica aportada, al analizar los 

resultados paraclínicos, expone: “[…]la creatinina que oscila en 1.3 por talla y raza, 

es lo esperado […]” de manera que es un grave error del abogado hacer afirmaciones 

sin ningún tipo de sustento médico pues, como ya mencioné en el numeral  tercero, 

para los hombres el rango de referencia para la creatinina es de 0.7 a 1.4 mg/dL.  

Otro aspecto a recalcar es el hecho de que, como lo menciona la historia clínica, si 

se lee de manera objetiva y no parcializada, es que la sepsis fue de origen múltiple, 

principalmente pulmonar, lo que desencadenó las ya suficientemente mencionadas 

infecciones y fallas renales en el PPL, entre otras muchas más complicaciones, 

inherentes a sus comorbilidades.  

Sobre la responsabilidad del INPEC, nuevamente se equivoca el apoderado de la 

parte demandante, pues como ya lo mencioné en numerales anteriores y tal como lo 

demuestran las notas de enfermería de cada EPMSC que conoció el estado de salud 

del PPL, a este se le brindó toda la atención y el seguimiento médico que requirió 

durante el tiempo que permaneció recluido bajo custodia de mi defendida.   

 
11. Sobre este hecho, no se aporta prueba del estrecho vínculo familiar que se alega; ni 

de las visitas –si las hubo– que hicieron los aquí mencionados, al señor ANDERSON 
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FABIÁN BALANTA MURILLO mientras estuvo recluido y manifestó su estado de 

salud. Sin embargo, me atengo a lo que se pruebe en el proceso.  

 

12. No me consta. No se aporta prueba de este hecho. Tampoco se aporta certificado 

de pérdida de capacidad laboral que demuestre este hecho.  

 

13.  Que se pruebe.  

 

14. Que se pruebe.  

 
15. Que se pruebe.  

 

16. Que se pruebe.  

 

17.  Es cierto.  

III.- RAZONES DE LA DEFENSA 
 

Considerando que la carta política exige en orden a deducir responsabilidad patrimonial 

del Estado, que los daños antijurídicos sean “causados por la acción u omisión de las 

autoridades públicas” expresión que se refiere al fenómeno de la imputabilidad tanto 

fáctica como jurídica, de allí que el elemento indispensable, aunque no siempre suficiente 

para la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, 

de modo que este sea el efecto del primero. 

 

Imputar, en nuestro caso es atribuir el daño que padeció la víctima por culpa del Estado, 

en cabeza de la entidad que con su acción u omisión generó el daño, circunstancia que 

se constituye en condición, sine qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de 

esta última. 

 

El INPEC Buga actuó conforme lo ordena la Ley 65 de 1993 en su art. 44 y su 

reglamentación en cuanto al servicio de sanidad, contenida en el título IX de la misma 

normativa en el art. 104 y siguientes; es decir, de manera correcta remitiendo al señor 

ANDERSON FABIAN BALANTA MURILLO (en adelante PPL) al Área de sanidad cada 

vez que manifestó afectación a su estado de salud; el personal médico del 

Establecimiento realizó valoración correspondiente, le tomó exámenes y le suministró 

oportunamente los medicamentos que requirió para tratar la sintomatología que 

presentaba. Además, cuando el PPL se vio gravemente afectado en su estado de salud, 

en ocasión a sus patologías, se remitió al Hospital San José de Buga para que recibiera 

atención especializada, tal como consta en las notas de sanidad y en la historia clínica 

que se aportan como prueba en esta contestación.  

 

El INPEC en ningún momento actuó de manera censurable, como se especula en la 

demanda, ni mucho menos desconoció el sentido de brindar y garantizar los derechos 

fundamentales constitucionales de la vida y la integridad física, pues desde que el señor 
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BALANTA MURILLO ingresó al Establecimiento se trató con el respeto y la dignidad que 

le es inherente a toda persona, y una vez se realizó examen médico de ingreso donde 

se conocieron las patologías del PPL, se puso a disposición todo el personal de la unidad 

de sanidad del Establecimiento para suministrarle los medicamentos que requería para 

tratar sus afectaciones médicas.   

 

Un importante aspecto que debe considerar, señor Juez, es el hecho de que, el señor 

BALANTA MURILLO, al haber manifestado dificultad respiratoria, fue remitido a consulta 

externa médica para tratar síntomas de disnea, entre otros; hecho que se puede verificar 

en las notas de sanidad del mes de abril de 2018. Lo anterior vale la pena mencionarlo 

por cuanto el PPL era consumidor de sustancias psicoactivas, y fumador confeso; lo cual, 

sin ser especialista en medicina, es un grave indicio para afectar la salud, teniendo en 

cuenta que la PPL era portador de marcapasos y tenía antecedente de muerte súbita. 

De lo anterior se puede inferir razonablemente que la PPL entorpeció su tratamiento, 

limitando su recuperación en salud, sin medir las consecuencias de su irresponsabilidad 

respecto al resultado final en su rehabilitación, lo que desencadenó un gravísimo estado 

de salud que lo llevó a padecer complicaciones crónicas, como quiera que el diagnóstico 

médico de sepsis, fue de origen PULMONAR. 

 

En cuanto a los exámenes y controles necesarios para el tratamiento del diagnóstico 

médico de la PPL ANDERSON FABIAN BALANTA MURILLO, es pertinente reiterar que 

el EPMSC Buga siempre obró oportuna y eficazmente agilizando las autorizaciones y 

propiciando todas las atenciones al privado de la libertad, lo cual se puede confirmar con 

las pruebas aportadas en esta contestación. Además de lo anterior, vale la pena señalar 

que el estado de salud del PPL estaba controlado; se le suministró cada uno de los 

medicamentos que requirió para tratar su salud física y también su salud mental, como 

consta en la historia clínica del EPMSC Buga con fechas de enero de 2019. 

 

 

La jurisprudencia Nacional ha tenido al predominio de la falla presunta del servicio, 

mediante la cual se requiere de la Administración, más que una obligación de resultado 

dé una seguridad referida a proveer y generar todos los medios, mecanismos y 

conductas que hagan posible que los internos cumplan su detención o pena con el pleno 

goce de sus derechos fundamentales y por lo tanto corresponde a la Administración la 

carga de demostrar el cumplimiento de esa obligación por ser  la que ejerce la guarda 

sobre el detenido. Sin embargo, esa falla del servicio que, según la jurisprudencia, es 

esencial para demostrar la responsabilidad Estatal, por lógica jurídica y conforme a la 

misma jurisprudencia, corresponde al Demandante y no al Demandado demostrar la 

responsabilidad por ostentar la carga de la prueba y más aún cuando la Administración 

Carcelaria ha proveído y generado todos los medios, mecanismos y conductas 

necesarias para preservar el derecho a la vida e integridad personal de los internos. 

 

“El deber de protección asumido por el Estado en virtud de la relación especial de 

sujeción en las que, respecto de él, se encuentran los reclusos, no puede traducirse en 

una premisa según la cual las autoridades penitenciarias deban ser declaradas 
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responsables por todo detrimento que, en su salud, sufra el interno, pues el mismo pudo 

provenir de causas extrañas que, de no originarse específicamente en las condiciones 

de detención, constituyen causales de exoneración.”  

Sentencias del 10 de agosto de 2001, expediente 12947 y de 8 de febrero de 2012, 

expediente 22943. 

 

El apoderado de la parte demandante sostiene, equivocadamente y sin aportar la 

totalidad de la historia clínica del PPL que reposa en los archivos del INPEC, que “le 

resulta inaudito que al recluso se le hubiesen omitido de una manera totalmente 

injustificada, la realización de estrictos exámenes de control”. Sin embargo, lo que 

debería parecerle inaudito y censurable, es descontextualizar los diagnósticos médicos 

sin tener en cuenta que el EMPSC de Cartago no fue el único establecimiento en el que 

estuvo recluido el señor BALANTA MURILLO, dado que fue trasladado, y desde que 

llegó al EPMSC BUGA desde el área de sanidad le trataron todas y cada una de sus 

patologías y las demás afectaciones en salud que manifestó durante el tiempo que 

estuvo recluido; hechos que hubiera podido conocer el abogado elevando un sencillo 

derecho de petición al establecimiento de Buga solicitando la historia clínica del PPL.  

 

Señor juez, como ya es conocido, al INPEC le corresponde velar por la vida de las 

personas privadas de la libertad desde el momento de su ingreso a un establecimiento; 

debe otorgar seguridad y protección en la integridad personal del recluido, cuidarlo y 

custodiarlo para mantener las condiciones psicofísicas que tenía al momento de la 

privación de la libertad, pero ello no significa que existan casos y hechos que se escapen 

de la órbita de cuidado del INPEC, como lo es, la recuperación favorable o la cura de las 

patologías crónicas que padecen las personas al momento de ingresar al establecimiento 

carcelario. 

 

Finalmente, la parte demandante solicita del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

INPEC, condena a título de perjuicios morales y materiales, por hechos que no son 

atribuibles a mi defendido, puesto que el demandante habla de una supuesta deficiente 

y precaria prestación del servicio de salud, alegando como pretensión una falla en el 

servicio por la indebida prestación del servicio y tratamiento clínico y médico; pero, como 

ya se ha reiterado, el servicio que se presta tanto en el Establecimiento Penitenciario de 

Mediana seguridad y Carcelario de Cartago, como el de Buga, es el de cuidado y 

custodia de la población privada de la libertad, por lo tanto no es procedente exigir una 

condena a título de perjuicios extrapatrimoniales en sus modalidades, a mi defendido, 

por la supuesta deficiencia de un servicio que no presta. 

 

 

IV. FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES DE LA DEFENSA 

 

El Honorable Consejo de Estado ha considerado que, por regla general, el título de 

imputación aplicable en asuntos médico-sanitarios es el de la falla probada del servicio 

y, por tanto, es carga del demandante acreditar el daño antijurídico, la falla propiamente 

dicha y el nexo de causalidad entre ellos. El primer elemento que se debe observar en 
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el análisis de la responsabilidad es la existencia del daño, que además debe ser 

antijurídico, como quiera que constituye un elemento necesario de la responsabilidad, de 

allí la máxima “sin daño no hay responsabilidad” y sólo ante su acreditación hay lugar a 

estudiar la imputación.  

Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A. C.P. María Adriana Marín. Bogotá 

D.C., 16 de julio de 2021. Rad. No.: 68001-23- 33-000-2013-00158-01(50987). 

 

Es claro que, para que un daño sea indemnizable, requiere estar cabalmente 

estructurado; por tal motivo, resulta imprescindible acreditar los aspectos relacionados 

con la lesión o detrimento cuya reparación se reclama, esto es (i) que sea antijurídico, 

es decir, que la persona no tiene el deber jurídico de soportarlo;( ii) que se lesione un 

derecho, bien o interés protegido por el ordenamiento legal y,( iii) que sea cierto y 

determinado, pues no puede ser eventual, hipotético, fundado en suposiciones o 

conjeturas.  

 

Sobre este aspecto puntual observó el Consejo de Estado en sentencia del 7 de mayo 

de 2021 que el esfuerzo probatorio de la parte actora estuvo dirigido a demostrar que la 

paciente presentó una reacción alérgica en la Clínica ISNOR y que ello ocurrió por la 

ingesta de los medicamentos que allí se le suministraron; sin embargo, era menester 

también acreditar que la señora C. U., pese al tratamiento que se le realizó, no presentó 

mejoría y sus dolencias persistieron en el tiempo -daño-, lo cual no ocurrió. Así las cosas, 

ante la falta de certeza de la ocurrencia del daño, no es posible estudiar si las entidades 

demandadas incurrieron en una falla del servicio que afectó la salud de la demandante, 

pues, se insiste, se desconoce si después de su salida de la FOSCAL la demandante 

continuó con algún “trastorno”. Todo lo anterior significa que la parte actora desatendió 

lo dispuesto en el artículo 167 del Código General del Proceso, según el cual “incumbe 

a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico 

que ellas persiguen”. En otras palabras, la parte demandante no cumplió con la carga 

probatoria que le imponía la norma legal en cita, toda vez que, se reitera, no allegó al 

proceso oportunamente la prueba idónea y eficaz que diera cuenta del daño alegado. 

Rad. No.:73001-23-31-000-2010-00704-01(51564). 

 

Es precisamente por lo anterior que el Consejo de Estado insiste en que las obligaciones 

que surgen en desarrollo de la actividad médico-sanitaria a cargo de la Administración 

son de medios y no de resultados, por lo que la prestación exigible es la aplicación de 

las técnicas idóneas y pertinentes en función de la práctica médica, de manera que no 

pueda aceptarse una responsabilidad basada en la sola producción del daño. Es por ello 

que, si la parte reclamante no demuestra la existencia del nexo causal ni la falla del 

servicio, no es posible atribuir el daño a la entidad demandada.  

 

 

Sobre los perjuicios reclamados 

 

En el escrito de demanda se solicita, bajo gravedad de juramento, una indemnización a 

favor de los demandantes en cuantía de 4.993 SMLMV.  

mailto:demandas.epmscbuga@inpec.gov.co


 

Carrera 16 No. 32-97 
E-mail: demandas.epmscbuga@inpec.gov.co 
 

Página 9 de 13 

 

 

 

Ahora bien, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha venido sosteniendo que en los 

eventos en los cuales se juzgue la responsabilidad por lesiones, la indemnización por 

perjuicios morales debía atender a las especiales circunstancias derivadas de las 

lesiones, la intensidad o la gravedad del daño causado, la magnitud del dolor que puede 

ser apreciado por sus manifestaciones externas, la pérdida de la capacidad laboral; entre 

otros factores, y haciendo la precisión de que tales medios de prueba no determinan una 

medida patrimonial exacta frente al dolor, correspondiéndole al Juez tasar 

discrecionalmente la cuantía de la reparación.   

Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A. C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 

Bogotá D.C., 28 de abril de 2006. Rad. No.: 18271. (Subrayado fuera del texto original). 

 

En complemento de lo anterior, el Consejo de Estado, con el propósito de estandarizar 

la indemnización de perjuicios morales en casos de lesiones, unificó su jurisprudencia, 

estableciendo una tabla escalonada en la que se disponen varios niveles indemnizatorios 

presuntivos, de acuerdo con la gravedad de la lesión, y la proximidad afectiva de los 

terceros con la víctima directa, determinada inicialmente por el grado de consanguinidad 

–o civil–, hasta llegar a los no familiares.  

 

Señala la sentencia:  

 

“Procede la Sala de la Sección Tercera a unificar su jurisprudencia en torno a los 

perjuicios morales a reconocer a la víctima directa y a sus familiares en caso de lesiones. 

La reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su fundamento en el dolor o 

padecimiento que se causa a la víctima directa, familiares y demás personas allegadas. 

 

Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en los eventos 

de lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada por la víctima. 

Su manejo se ha dividido en seis (6) rangos: 
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Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, la que 

determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. Para las víctimas indirectas 

se asignará un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que éstas se hallen 

respecto del lesionado, conforme al cuadro.  

La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y 

motivarán de conformidad con lo probado en el proceso. 

 

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y 

paterno- filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado 

de consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes). Tendrán derecho al 

reconocimiento de 100 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 

50%; a 80 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 

40% e inferior al 50%; a 60 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior 

al 30% e inferior al 40%; a 40 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 

20% e inferior al 30%; a 20 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior 

al 10% e inferior al 20% y, por último, a 10 SMLMV en los eventos en que la gravedad 

de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%. 

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva, propia del segundo grado de 

consanguinidad o civil (abuelos, hermanos y nietos). obtendrán el 50% del valor 

adjudicado al lesionado o víctima directa, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de 

la lesión, como se describe: tendrán derecho al reconocimiento de 50 SMLMV cuando la 

gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 40 SMLMV en los eventos en que la 

gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 30 SMLMV cuando 

la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 20 SMLMV si la 

gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 10 SMLMV cuando 

la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 5 

SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior a 1% e 

inferior al 10%. 

Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de 

consanguinidad o civil. Adquirirán el 35% de lo correspondiente a la víctima, de acuerdo 

con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se indica: tendrán derecho al 

reconocimiento de 35 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 

50%; a 28 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 

40% e inferior al 50%; a 21 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior 

al 30% e inferior al 40%; a 14 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 

20% e inferior al 30%; a 7 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior 

al 10% e inferior al 20% y, por último, a 3,5 SMLMV en los eventos en que la gravedad 

de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%. 

Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad 

o civil. Se reconocerá el 25% de la indemnización tasada para el lesionado, de acuerdo 

con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se señala: tendrán derecho al 

reconocimiento de 25 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 

50%; a 20 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 

40% e inferior al 50%; a 15 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior 

al 30% e inferior al 40%; a 10 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 
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20% e inferior al 30%; a 5 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior 

al 10% e inferior al 20% y, por último, a 2,5 SMLMV en los eventos en que la gravedad 

de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%. 

Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). 

Se concederá el 15% del valor adjudicado al lesionado, de acuerdo con el porcentaje de 

gravedad de la lesión, como se presenta: tendrán derecho al reconocimiento de 15 

SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 12 SMLMV en 

los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; 

a 9 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; 

a 6 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 3 

SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, 

por último, a 1,5 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o 

superior al 1% e inferior al 10%. 

Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A. C.P. Olga Mélida Valle De La Hoz. 

Bogotá D.C., 28 de agosto de 2018. Rad. No.: 31172.  

 

En ese sentido, a partir de esta sentencia, cuya observancia se impone en tanto 

precedente vertical de unificación, la tasación de la indemnización de perjuicios en casos 

de lesiones, debe atender la tabla escalonada por niveles que en ella se establece, 

destacándose que, en todo caso, a menos que exista prueba técnica que dé cuenta de 

la pérdida de la capacidad en términos porcentuales, en la determinación de la levedad 

o gravedad de la lesión persistirá el arbitrio judicial, correspondiéndole a usted, señor 

Juez, ubicar la lesión en uno u otro nivel de gravedad de la misma según los medios de 

prueba que disponga.  

 

V. EXCEPCIONES QUE SE PROPONEN 

 

Con el objeto de enervar las súplicas de la demanda y, en virtud de lo normado en el 

numeral 3º y parágrafo 2º del artículo 175 del C.P.A.C.A., me permito proponer las 

siguientes excepciones: 

- FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. 

Se debe tener en cuenta que el servicio prestado por el Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario INPEC es de cuidado y custodia de las personas privadas de la libertad, y 

cualquier responsabilidad que se le quiera atribuir por la supuesta falla de servicio de 

custodia y cuidado debe estar completamente probado. 

 

En cuanto a la falta de legitimación en la causa por pasiva, el máximo Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo en sentencia del 30 de enero de 2013, dijo: “La legitimación 

material en la causa, activa y pasiva, es una condición anterior y necesaria, entre otras, 

para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado; el estar 

legitimado en la causa materialmente por activa o por pasiva, por sí solo, no otorga el 

derecho a ganar; si la falta recae  en el demandante el demandado tiene derecho a ser 

absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo que enerve el contenido 

material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la 
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Ley tiene el interés sustantivo para hacerlo – no el procesal-; si la falta de legitimación 

en la causa es del demandado, de una parte al demandante se le negarán las 

pretensiones no porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho sino porque 

a quien se las atribuyó no es el sujeto que debe responder; por eso, de otra parte, el 

demandado debe ser absuelto, situación que se logra con la denegación de las súplicas 

del demandante   

Consejo De Estado, Sección Tercera, Subsección A, Consejero Ponente: Mauricio 

Fajardo Gómez, Bogotá D.C., 30 de enero de 2013. Rad. 76001-23-31-000-1997-25332-

01 (24783). (Subrayado fuera del texto original).  

 

 

- INEPTITUD PROBATORIA - INEXISTENCIA DEL HECHO GENERADOR DEL 

DAÑO 

Como lo ha decantado el Consejo de Estado, el daño antijurídico a efectos de que sea 

indemnizable, requiere que este cabalmente estructurado, esto es, que se debe de 

acreditar i) la anti-juridicidad del daño, lo que no ocurre en este caso, puesto que como 

se ha venido exponiendo, no hay evidencia suficiente que logre demostrar los hechos 

demandados, lo cual ha impedido que la Entidad que represento haya logrado dilucidar 

la responsabilidad del hecho, pero que, de ninguna manera recae sobre ella. Y es por 

esta razón que el daño que se logre probar no es atribuible a mi defendida; ii) la lesión 

de un derecho, bien o interés protegido legalmente, lo que tampoco se cumple, ya que 

del acápite de los hechos probados de la demanda no se logra demostrar ninguna acción 

u omisión que lesione un bien jurídico tutelado, como quiera que el INPEC siempre ha 

obrado conforme a su deber de protección, en virtud de la relación especial de sujeción 

en que se encuentra frente a las PPL; y iii) que sea cierto y determinado; pues aunque 

los demandantes argumentan el acaecimiento de un hecho generador del daño, lo cierto 

es, que con los elementos documentales aportados no se puede probar tal hecho, 

además, con lo expuesto por el apoderado de los demandantes, no se logra demostrar 

que mi representada incumplió con sus deberes de rango constitucional y legal de 

proteger la vida de quienes permanecen bajo su custodia y cuidado y ya suficientemente 

ha reiterado el Consejo de Estado, que el daño indemnizable ni puede ser eventual, 

hipotético, ni estar fundado en suposiciones o conjeturas. 

 

Por las anteriores razones, respetuosamente me permito solicitar al despacho del señor 

Juez, declarar probada la excepción de Inexistencia del hecho generador del daño, 

en tanto, la parte demandante no ha estructurado cabalmente el daño antijurídico, y 

especialmente, no cumple con la carga probatoria para demostrar el hecho dañino 

supuestamente atribuible a mi defendida. 

 

- EXCEPCIÓN DE EXONERACIÓN POR AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD POR 

PARTE DE LA ENTIDAD DEMANDADA. 

 

Es pertinente proponer la presente excepción por cuanto el Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario INPEC Buga, puso a disposición todos los medios necesarios 
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para garantizar la custodia y el cuidado del señor ANDERSON FABIAN BALANTA 

MURILLO dentro del establecimiento con el fin de salvaguardar su derecho a la vida y la 

integridad personal. 

 

- SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO OFICIOSO DE EXCEPCIONES 

Solicito respetuosamente si en el transcurso del proceso encuentren probados los 

hechos que constituyen una excepción de fondo, se reconozca oficiosamente en la 

sentencia. 

 
VI. PRUEBAS 

 
Solicito al señor Juez se tome como pruebas las siguientes: 
 
 
DOCUMENTALES QUE SE APORTAN:  
 

1. Copia de historia clínica completa existente en el EPMSC Buga, del señor 

ANDERSON FABIAN BALANTA MURILLO. 6 archivos: 23, 45, 10, 15, 16, y 10 

folios, respectivamente. 

VII. ANEXOS: 
 

1. Poder conferido por el Director Regional Occidente y sus respectivos anexos. 

2. Contestación de la demanda en formato PDF. 

3. Los documentos relacionados en el acápite de pruebas. 

 
NOTIFICACIONES 

 

El suscrito apoderado en la carrera 16 No. 32-97, callejón Balboa de la ciudad de 

Guadalajara de Buga (v). Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y 

Carcelario de Buga (V). EPMSC Buga. 

 
Correo electrónico demandas.epmscbuga@inpec.gov.co 
 
 
Del Honorable Juez,   
 
 
 
 
 
 
____________________________ 
RAUL ALBERTO VILLADA 
C.C. No. 94.365.611 expedida en Tuluá (V) 
T.P. 235.127 del C.S.J. 
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